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Ordinario Laboral
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Darío Fernando Vélez Restrepo  

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:
REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ PREVISTA EN EL ACUERDO 049 DE 1990 APROBADO POR EL DECRETO 758 DEL MISMO AÑO. Dispone el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que cumplan las siguientes condiciones:
a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.
Citación jurisprudencial: Sentencia C-836 de 2001

Sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310

Sentencia SL-13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 3 de julio de 2015, dentro del proceso que promueve el señor DARÍO FERNANDO VÉLEZ RESTREPO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00566-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Darío Fernando Vélez Restrepo que la justicia laboral declare que cumple los requisitos para acceder a la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica desde el 23 de marzo de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 23 de marzo de 1953, cumpliendo los 60 años de edad en la misma calenda de 2013; prestó sus servicios en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público –Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales- entre el 1º de julio de 1982 y el 30 de diciembre de 1984; se afilió al ISS en calidad de cotizante el 1º de diciembre de 1977; el 7 de noviembre de 2013 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, misma que fue resuelta negativamente mediante la resolución Nº GNR 264369 de 22 de julio de 2014; inconforme con esa decisión, interpuso recurso de apelación, no obstante, a través de la resolución Nº GNR 333766 de 24 de diciembre de 2014 se confirmó la decisión inicialmente adoptada; en su historia laboral tiene cotizadas 733.57 semanas, que al adicionar el tiempo de servicios en el sector público, suma un total de 865 semanas de servicios antes del 29 de julio de 2005.

Al contestar la demanda –fls.31 a 34- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos relatados por el actor, menos el relacionado con la densidad de semanas cotizadas en el ISS, respecto del cual expresó que debe probarse en el proceso. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Prescripción” y “Genéricas”.

En sentencia de 3 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Darío Fernando Vélez Restrepo es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues al haber nacido el 23 de marzo de 1953, tenía cumplidos 41 años de edad para el 1º de abril de 1994 y a 29 de julio de 2005 contaba con más de 750 semanas de servicios. No obstante lo anterior, determinó que no resulta posible reconocer la pensión de vejez que solicita, por cuanto no tiene cotizadas la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990. Por tales motivos absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la misma totalmente desfavorable a la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es el señor Darío Fernando Vélez Restrepo beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993? 

De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Cuál es el régimen aplicable en el presente asunto?
¿Tiene derecho el accionante a la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ PREVISTA EN EL ACUERDO 049 DE 1990 APROBADO POR EL DECRETO 758 DEL MISMO AÑO.    

Dispone el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que cumplan las siguientes condiciones:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.
2. LEY 71 DE 1988.
Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de aportes.

3. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad de solución para eventos que revistan similares características. De allí que, para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación. En la sentencia en cita se dijo:
“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pide en los procesos ordinarios laborales que se apliquen con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, debe tenerse en cuenta que en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dejó dicho:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

EL CASO CONCRETO
Según el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Segunda del Círculo de Cartago –fl.9- el señor Darío Fernando Vélez Restrepo nació el 23 de marzo de 1957, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años de edad, siendo en principio beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

Como el demandante cumplió los 60 años de edad el 23 de marzo de 2013, para poder continuar beneficiándose del mencionado régimen transicional, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía prestados o cotizados servicios por 750 semanas. 

En ese sentido, al observar el certificado de información laboral emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fl.18- y la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.7 a 10 del cuaderno de 2ª instancia- se evidencia que para el 29 de julio de 2005 el actor tenía cotizados o prestados servicios correspondientes a 877,03 semanas; por lo que puede continuar beneficiándose del régimen de transición hasta el año 2014.

Conforme con el precitado certificado de información laboral y la mencionada historia laboral allegada por Colpensiones, el actor antes del 1º de abril de 1994 había prestado sus servicios en el sector público y privado, situación ésta que permite que se estudie si cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 o en la Ley 71 de 1988 para acceder a la pensión de vejez.

En ese sentido, como se expuso en las consideraciones, para que se le reconozca la pensión con base en el Acuerdo 049 de 1990 le corresponde acreditar al accionante 60 años de edad y 500 semanas de cotización dentro de los 20 años inmediatamente anteriores al cumplimiento de la edad, aportes estos consignados al ISS, no obstante, al revisar la mencionada historia laboral allegada por Colpensiones –fls.7 a 10 del cuaderno de 2ª instancia- se observa que el actor cuenta con un total de 746,46 semanas cotizadas, de las cuales 316,02 fueron efectuadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad; razón por la que no tiene derecho a pensionarse con base en esa normatividad.

En lo que concierne a los requisitos previstos en la Ley 71 de 1988, se tiene que según el certificado de información laboral expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fl.18- y la precitada historia laboral allegada por Colpensiones –fls. 7 a 10 del cuaderno de 2ª instancia - el señor Darío Fernando Vélez Restrepo tiene cotizadas entre el sector público y privado un total de 877.03 semanas de aportes, las cuales corresponden a 17.05 años; mismas que no resultan suficientes para acceder a la pensión de jubilación por aportes.

Finalmente es del caso acotar, que si bien la Corte Constitucional en sentencias de tutela como la SU-769 de 2014 ha concluido que para acceder a la pensión de vejez en los términos del Acuerdo 049 de 1990 resulta posible acumular tiempos de servicios tanto del sector público cotizados a cajas o fondos de previsión social, como del sector privado cotizados al Instituto de Seguros Sociales; lo cierto es que sobre ese tema ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en señalar que en aquellas pensiones que son gobernadas por el Acuerdo 049 de 1990, no resulta posible sumar los tiempos de servicios del sector público que fueron cotizados a cajas o fondos de previsión social, pues la densidad de semanas exigidas en ese cuerpo normativo deben haber sido efectivamente cotizadas en el Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones); situación ésta que recordó de la siguiente manera en sentencia SL-13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena:

“De manera reiterada se ha sostenido que a quien apoyado en el régimen de transición busca la aplicación del Acuerdo 049 de 1990, no se le pueden sumar tiempos servidos en el sector oficial con las cotizaciones realizadas al sistema, por cuanto dicha disposición no prevé esa sumatoria; de tal suerte que debe cumplir con la densidad de 1000 semanas en cualquier tiempo, pero se insiste, cotizadas al ISS, o 500 en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima, requisito que el demandante no reúne, en la medida que solo cotizó 771.5 semanas en toda su vida laboral de las cuales 309 lo fueron entre el 28 de agosto de 1987 y el 28 de agosto de 2007.”.
Tal conclusión ha sido soportada por la Corte en el alcance que le ha dado al parágrafo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, manifestando que si bien en esa parte de la norma se ordena tener en cuenta las semanas cotizadas al Instituto de Seguros Sociales, a las cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos cualquiera sea el número de semanas cotizadas o tiempo de servicio a efectos de reconocer la pensión de vejez, lo cierto es que a pesar de que el parágrafo este ubicado en la norma que trata el tema del régimen de transición, en realidad hace referencia a la pensión de vejez prevista en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993; explicación que sustentó de la siguiente manera:

“Y ello es así porque el citado inciso 1º comienza señalando que la “edad para acceder a la pensión de vejez continuará”, con lo cual no cabe duda que se refiere en concreto a la pensión de vejez en los términos en que quedó concebida por la Ley 100 se 1993, pues para las pensiones del régimen de transición, la edad para acceder a la pensión correspondiente será la del régimen anterior al cual se encontrara afiliado el beneficiario de la transición. Por tal razón, en el inciso en comento se precisó que la edad para acceder a la prestación continuaría siendo la misma que la establecida en el régimen anterior, porque a partir del 2014 se incrementaría en 2 años, según la redacción del original artículo 36.”.
Así las cosas, encontrando la Sala que los argumentos de la Sala de Casación Laboral son claros y contundentes, no ve razones para apartarse de los mismos, motivo por el que no es viable acumular las semanas de cotización efectuadas por el señor Darío Fernando Vélez Restrepo al Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones) con el tiempo de servicios prestado en el sector público a efectos de reconocer la pensión de vejez prevista en el Acuerdo 049 de 1990.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia no se causaron.

De esta manera queda resuelto el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la parte actora.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 3 de julio de 2015.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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